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TEXTO: 

NOVEDADES EN MATERIA CONCURSAL (Diciembre 2022) 

 

I. LA LEY 28/2022, DE 21 DE DICIEMBRE, DE FOMENTO DEL ECOSISTEMA DE LAS 

EMPRESAS EMERGENTES 

 

La Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de fomento del ecosistema de las empresas emergentes 

establece un marco normativo específico para apoyar la creación y el crecimiento de 

empresas emergentes en España, sobre la base -como indica en el Preámbulo- de que las 

empresas emergentes presentan características propias que encajan mal con los marcos 

normativos tradicionales en el ámbito fiscal, mercantil, civil y laboral. Ello justifica un 

tratamiento diferenciado respecto a empresas con modelos de negocio convencionales. Por 

esta razón, la competencia por la atracción de inversión y talento en la nueva economía 

digital ha llevado a distintos programas de fomento de las startups en los países de nuestro 

entorno, que suelen incorporar tres elementos principales: (i) beneficios fiscales para los 

emprendedores, trabajadores e inversores, (ii) reducción de trabas administrativas y 

facilitación de visados y 
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(iii) flexibilidad en la gestión de la empresa y en la aplicación de los principios mercantiles y 

concursales (...). De forma que la referida Ley contempla especificidades para este tipo de 

empresas, que se complementan con las medidas previstas en la Ley 18/2022, de 28 de 

septiembre, de creación y crecimiento de empresas, así como en la reforma del marco 

concursal, dirigidas a mejorar la calidad normativa y el clima de negocios, favoreciendo la 

eficiencia y la productividad a lo largo de todo el ciclo de creación, crecimiento y 

restructuración empresarial. 

 

Entre las previsiones normativas de la Ley 28/2022, de 21 de diciembre, se encuentra la 

relativa a las pérdidas que reduzcan el patrimonio neto: 

 

Artículo 13. Pérdidas que reduzcan el patrimonio neto. Las empresas emergentes no 

incurrirán en causa de disolución por pérdidas que dejen reducido el patrimonio neto a una 

cantidad inferior a la mitad del capital social, siempre que no sea procedente solicitar la 

declaración de concurso, hasta que no hayan transcurrido tres años desde su constitución. 

 

 

II. LA LEY 31/2022, DE 23 DE DICIEMBRE, DE PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO 

PARA EL AÑO 2023 

 

 

Entre las numerosas y diversas previsiones de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de 

Presupuestos Generales del Estado para el año 2023 se encuentran, en el ámbito concursal, 

las siguientes modificaciones: 

 

a) Disposición final trigésima tercera. Modificación de la Ley 16/2022, de 5 de 

septiembre, de reforma del texto refundido de la Ley Concursal, aprobado por Real Decreto 

Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, para la transposición de la Directiva (UE) 2019/1023 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre marcos de 

reestructuración preventiva, exoneración de deudas e inhabilitaciones, y sobre medidas 

para aumentar la eficiencia de los procedimientos de reestructuración, insolvencia y 

exoneración de deudas, y por la que se modifica la Directiva (UE) 2017/1132 del Parlamento 

Europeo y del Consejo, sobre determinados aspectos del Derecho de sociedades (Directiva 

sobre reestructuración e insolvencia). Con efectos desde el 1 de enero de 2023 y vigencia 

indefinida se da una nueva redacción a la disposición adicional undécima de la Ley 16/2022, 

de 5 de septiembre, de reforma del texto refundido de la Ley Concursal, aprobado por Real 

Decreto legislativo 1/2020, de 5 de mayo, para la transposición de la Directiva (UE) 2019/1023 

del Parlamento  

Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre marcos de reestructuración preventiva, 

exoneración de deudas e inhabilitaciones y sobre medidas para aumentar la eficiencia de 

los procedimientos de reestructuración, insolvencia y exoneración de deudas y por la que 

se modifica la Directiva (UE) 2017/1132 del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre 

determinados aspectos del Derecho de sociedades (Directiva sobre reestructuración e 

insolvencia), que queda redactada como sigue: 

 

«Disposición adicional undécima. Aplazamientos y fraccionamientos de deudas y sanciones 

tributarias estatales en situaciones preconcursales por la Agencia Estatal de Administración 



Tributaria. 

1. Las deudas y sanciones tributarias estatales que puedan ser objeto de aplazamiento o 

fraccionamiento conforme al artículo 65 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 

Tributaria, para cuya gestión recaudatoria resulte competente la Agencia Estatal de 

Administración Tributaria y se encuentren en período voluntario o ejecutivo, podrán 

aplazarse o fraccionarse previa solicitud del obligado tributario, cuando su situación 

económico-financiera le impida de forma transitoria efectuar el pago en los plazos 

establecidos, en el supuesto de que el deudor haya comunicado al juzgado competente la 

apertura de negociaciones con sus acreedores de acuerdo con lo previsto en los artículos 

585 o 690 del texto refundido de la Ley Concursal, aprobado por Real Decreto legislativo 

1/2020, de 5 de mayo, y siempre que no se haya formalizado en instrumento público el plan 

de reestructuración, ni aprobado el plan de continuación, ni declarado el concurso, ni abierto 

el procedimiento especial para microempresas. 

Los acuerdos de concesión que se dicten tendrán plazos con cuotas iguales y vencimiento 

mensual sin que en ningún caso puedan exceder de los regulados a continuación: 

a) Plazo máximo de seis meses, para aquellos supuestos en los que se den las circunstancias 

previstas en el artículo 82.2.a) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y 

se trate de personas jurídicas o de entidades a las que se refiere el apartado 4 del artículo 

35 de la misma Ley. 

b) Plazo máximo de doce meses, para aquellos supuestos en los que se den las 

circunstancias previstas en el artículo 82.2.b) de la misma Ley, o cuando se trate de personas 

físicas y concurran las circunstancias previstas en el artículo 82.2.a) de la citada Ley. 

c) Plazo máximo de veinticuatro meses, para aquellos supuestos en que los aplazamientos 

y fraccionamientos se garanticen conforme a lo dispuesto en el artículo 82.1, párrafos 

segundo y tercero de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 

d) Plazo máximo de treinta y seis meses para los supuestos en que los aplazamientos y 

fraccionamientos se garanticen conforme a lo dispuesto en el artículo 82.1, párrafo primero 

de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 

 

2. En las solicitudes de aplazamiento y fraccionamiento de pago de las deudas de derecho 

público gestionadas por la Agencia Estatal de Administración Tributaria y por los órganos u 

organismos de la Hacienda Pública Estatal, con exclusión de las deudas a que se refiere el 

Reglamento (UE) 952/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de octubre de 2013, 

por el que se establece el código aduanero de la Unión, que se regularán por lo dispuesto 

en dicho Reglamento, salvo las que se contraigan en aplicación del apartado 4 del artículo 

105 del mismo, no se exigirán garantías siempre que su importe en conjunto no exceda de 

30.000 euros y se encuentren tanto en periodo voluntario como en periodo ejecutivo de 

pago, sin perjuicio del mantenimiento, en este último caso, de las trabas existentes sobre 

bienes y derechos del deudor en el momento de la presentación de la solicitud. 

A efectos de la determinación del importe de deuda señalado, se acumularán, en el 

momento de la solicitud tanto las deudas a las que se refiere la propia solicitud como 

cualesquiera otras del mismo deudor para las que se haya solicitado y no resuelto el 

aplazamiento o fraccionamiento, así como el importe de los vencimientos pendientes de 

ingreso de las deudas aplazadas o fraccionadas, salvo que estén debidamente garantizadas. 

Las deudas acumulables serán aquellas que consten en las bases de datos del órgano de 

recaudación competente, sin que sea precisa la consulta a otros órganos u organismos a 

efectos de determinar el conjunto de las mismas. No obstante, los órganos competentes de 

recaudación computarán aquellas otras deudas acumulables que, no constando en sus 

bases de datos, les hayan sido comunicadas por otros órganos u organismos. 



3. En todo lo no regulado expresamente en esta disposición, será de aplicación lo establecido 

en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y su normativa de desarrollo.» 

 

b) Artículo 77. Armonización de los supuestos de modificación de la base imponible 

cuando el deudor es declarado en concurso de acreedores, o cuando el crédito es 

declarado incobrable, a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido, a la Directiva y 

jurisprudencia comunitarias. 

 

Con efectos desde la entrada en vigor de esta ley y vigencia indefinida, se modifican las 

condiciones 3.ª y 4.ª de la letra A) y la letra B) del apartado cuatro, y la regla 2.ª del apartado 

cinco del artículo 80 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor 

Añadido, que quedan redactadas de la siguiente forma: 

 

«3.ª Que el destinatario de la operación actúe en la condición de empresario o profesional, 

o, en otro caso, que la base imponible de aquella, Impuesto sobre el Valor Añadido excluido, 

sea superior a 50 euros. 

4.ª Que el sujeto pasivo haya instado su cobro mediante reclamación judicial al deudor o por 

medio de requerimiento notarial al mismo, o por cualquier otro medio que acredite 

fehacientemente la reclamación del cobro a aquel, incluso cuando se trate de créditos 

afianzados por Entes públicos. 

Cuando se trate de las operaciones a plazos a que se refiere la condición 1.ª anterior, 

resultará suficiente instar el cobro de uno de ellos mediante cualquiera de los medios a los 

que se refiere la condición 4.ª anterior para proceder a la modificación de la base imponible 

en la proporción que corresponda por el plazo o plazos impagados. 

Cuando se trate de créditos adeudados por Entes públicos, los medios a los que se refiere 

la condición 4.ª anterior se sustituirán por una certificación expedida por el órgano 

competente del Ente público deudor de acuerdo con el informe del Interventor o Tesorero 

de aquel en el que conste el reconocimiento de la obligación a cargo del mismo y su cuantía.» 

«B) La modificación deberá realizarse en el plazo de los seis meses siguientes a la finalización 

del periodo de seis meses o un año a que se refiere la condición 1.ª anterior y comunicarse 

a la Agencia Estatal de Administración Tributaria en el plazo que se fije reglamentariamente. 

En el caso de operaciones a las que sea de aplicación el régimen especial del criterio de caja, 

el plazo de seis meses para realizar la modificación se computará a partir de la fecha límite 

del 31 de diciembre a que se refiere el artículo 163 terdecies de esta ley.» 

«2.ª Tampoco procederá la modificación de la base imponible cuando el destinatario de las 

operaciones no esté establecido en el territorio de aplicación del Impuesto, ni en Canarias, 

Ceuta o Melilla. 

Quedan excluidos de lo dispuesto en el párrafo anterior los supuestos de créditos 

incobrables como consecuencia de un proceso de insolvencia declarado por un órgano 

jurisdiccional de otro Estado miembro cuando se trate de procedimientos de insolvencia a 

los que resulte de aplicación el Reglamento (UE) 2015/848 del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 20 de mayo de 2015, sobre procedimientos de insolvencia, que podrán dar lugar, 

en su caso, a la modificación de la base imponible del sujeto pasivo en los términos previstos 

en el artículo 80.tres de esta ley.» 

 

 



c) Artículo 122. Bases y tipos de cotización a la Seguridad Social, Desempleo, Protección 

por cese de actividad, Fondo de Garantía Salarial y Formación Profesional durante el 

año 2023. 

Las bases y tipos de cotización a la Seguridad Social, Desempleo, Protección por cese de 

actividad, Fondo de Garantía Salarial y Formación Profesional, a partir del 1 de enero de 

2023, serán los siguientes (...): 

Diez. Base de cotización a la Seguridad Social durante la percepción de la prestación por 

desempleo de nivel contributivo, durante la percepción de la prestación del Mecanismo RED 

y durante la percepción de la prestación por cese de actividad de los trabajadores 

autónomos. 

1. Durante la percepción de la prestación por desempleo por extinción de la relación laboral 

la base de cotización a la Seguridad Social de aquellos trabajadores por los que exista 

obligación legal de cotizar, será la base reguladora de la prestación por desempleo, 

determinada según lo establecido en el artículo 270.1 del texto refundido de la Ley General 

de la Seguridad Social, con respeto, en todo caso, del importe de la base mínima por 

contingencias comunes prevista para cada categoría profesional y, a efectos de las 

prestaciones de Seguridad Social, dicha base tendrá consideración de base de contingencias 

comunes. 

En los supuestos de reducción temporal de jornada o de suspensión temporal de la relación 

laboral, ya sea por decisión del empresario al amparo de lo establecido en los artículos 47 o 

47 bis del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real 

Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, o en virtud de resolución judicial adoptada en 

el seno de un procedimiento concursal, se aplicarán las siguientes bases de cotización: 

a) En caso de causarse derecho a la prestación por desempleo, la base de cotización a la 

Seguridad Social para la determinación de la aportación de los trabajadores por los que 

exista obligación legal de cotizar será el equivalente al promedio de las bases de los últimos 

seis meses de ocupación cotizada, por contingencias comunes y por contingencias de 

accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, anteriores a dichas situaciones. 

En caso de causarse derecho a la prestación del Mecanismo RED a que se refiere la 

disposición adicional cuadragésima primera del texto refundido de la Ley General de la 

Seguridad Social, la base de cotización a la Seguridad Social para la determinación de la 

aportación de los trabajadores por los que exista obligación legal de cotizar será el promedio 

de las bases de cotización en la empresa en la que se aplique el mecanismo de contingencias 

de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, correspondientes a los 180 días 

inmediatamente anteriores a la fecha de inicio de aplicación de la medida a la persona 

trabajadora. 

En caso de no acreditar 180 días de ocupación cotizada en dicha empresa, la base de 

cotización se calculará en función de las bases correspondientes al periodo inferior 

acreditado en la misma. 

b) La base de cotización a la Seguridad Social para determinar la aportación empresarial por 

contingencias comunes y por contingencias profesionales estará constituida por el 

promedio de las bases de cotización en la empresa afectada correspondientes a dichas 

contingencias de los seis meses naturales inmediatamente anteriores al inicio de cada 

situación de reducción de jornada o suspensión del contrato. Para el cálculo de dicho 

promedio, se tendrá en cuenta el número de días en situación de alta, en la empresa de que 

se trate, durante el período de los seis meses indicados. La base de cotización calculada 

conforme a lo indicado anteriormente se reducirá, en los supuestos de reducción temporal 

de jornada, en función de la jornada de trabajo no realizada. 

La reanudación de la prestación por desempleo, en los supuestos de suspensión del 



derecho, supondrá la reanudación de la obligación de cotizar por la base de cotización 

indicada en los párrafos anteriores correspondiente al momento del nacimiento del 

derecho. 

Cuando se hubiese extinguido el derecho a la prestación por desempleo y, en aplicación del 

artículo 269.3 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, el trabajador opte 

por reabrir el derecho inicial, la base de cotización a la Seguridad Social será la base 

reguladora de la prestación por desempleo correspondiente al momento del nacimiento del 

derecho inicial por el que se opta. 

Durante la percepción de la prestación solo se actualizará la base de cotización indicada en 

los párrafos anteriores, cuando resulte inferior a la base mínima de cotización a la Seguridad 

Social vigente en cada momento que corresponda al grupo de cotización del trabajador en 

el momento de producirse la situación legal de desempleo y hasta dicho tope. 

2. Durante la percepción de la prestación por desempleo de nivel contributivo, si 

corresponde cotizar en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios 

establecido en el Régimen General de la Seguridad Social, la base de cotización será la fijada 

con carácter general en el párrafo 1 de este apartado. 

3. Durante la percepción de la prestación por desempleo, si corresponde cotizar en el 

Régimen Especial de la Seguridad Social para la Minería del Carbón, la base de cotización 

será la normalizada vigente que corresponda a la categoría o especialidad profesional del 

trabajador en el momento de producirse la situación legal de desempleo. 

La base de cotización se actualizará conforme a la base vigente en cada momento que 

corresponda al grupo de cotización o categoría o especialidad profesional del trabajador en 

el momento de producirse la situación legal de desempleo. 

4. Durante la percepción de la prestación económica por cese de actividad de los 

trabajadores autónomos, la base de cotización a la Seguridad Social al régimen 

correspondiente será la base reguladora de dicha prestación, determinada según lo 

establecido en el artículo 339 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 

con respeto, en todo caso, del importe de la base mínima o base única de cotización prevista 

en el correspondiente régimen. 

Aquellos colectivos que, conforme a la normativa reguladora de la cotización a la Seguridad 

Social, durante la actividad coticen por una base inferior a la base mínima ordinaria de 

cotización para los trabajadores por cuenta propia o autónomos, cotizarán por una base de 

cotización reducida durante la percepción de la prestación por cese de actividad. 

 

 

d) Disposición adicional quincuagésima quinta. Pago de deudas con la Seguridad Social 

de instituciones sanitarias cuya titularidad ostenten las Administraciones Públicas o 

instituciones sin ánimo de lucro. 

 

Las instituciones sanitarias cuya titularidad ostenten las Administraciones Públicas o 

instituciones públicas o privadas sin ánimo de lucro, acogidas a la moratoria prevista en la 

disposición adicional trigésima de la Ley 41/1994, de 30 de diciembre, de Presupuestos 

Generales del Estado para 1995, podrán solicitar a la Tesorería General de la Seguridad 

Social la ampliación de la carencia concedida a veintinueve años, junto con la ampliación de 

la moratoria concedida hasta un máximo de diez años con amortizaciones anuales. 

Cuando las instituciones sanitarias a que se refiere el párrafo anterior sean declaradas en 

situación de concurso de acreedores, a partir de la fecha de entrada en vigor de esta ley, la 

moratoria quedará extinguida desde la fecha de dicha declaración. 



 

III. LA LEY 39/2022, DE 30 DE DICIEMBRE, DEL DEPORTE 

En el ámbito de la insolvencia, la Ley 39/2022, de 30 de diciembre, del Deporte, incide en tres 

aspectos. 

 

a) Federaciones deportivas. 

 

Destaca el Preámbulo de la Ley, que durante los últimos años se ha demostrado que la 

situación económica de algunas federaciones deportivas españolas ha puesto en serio 

riesgo el cumplimiento de las funciones tanto públicas como privadas que tienen 

encomendadas, y que han obligado a la intervención del Consejo Superior de Deportes 

cuando su viabilidad corría grave peligro. Ello ha puesto de manifiesto la necesidad de que 

las federaciones encuentren, a nivel económico, financiero y de gobernanza, un apoyo por 

parte de la Administración Pública, que garantice su adecuado funcionamiento. De acuerdo 

con lo anterior, se apuesta por un modelo de control económico de las federaciones 

orientado principalmente a que los fondos públicos que reciben sean utilizados única y 

exclusivamente para los fines estipulados en las convocatorias de subvenciones pertinentes, 

y a que el crecimiento de la modalidad deportiva y de sus deportistas no se vea amenazado; 

sin perjuicio de que también se persiga garantizar el equilibrio económico y financiero de las 

federaciones, siendo un mecanismo ideado a efectos de prevención de situaciones de 

insolvencia. En este sentido, las federaciones deportivas deben percibir que este control 

económico no pretende mermar su independencia ni su autonomía organizativa. Al 

contrario, el objetivo no es otro que servir de garantía y apoyo en el caso de que existan 

dificultades que impidan el correcto desempeño de sus funciones. 

En consonancia con ello, se dispone: 

Artículo 51. Funciones propias de carácter privado de las federaciones deportivas españolas. 

Son funciones propias de las federaciones deportivas españolas: (...) d) Establecer, en las 

competiciones en las que existen relaciones laborales y económicas, sistemas de prevención 

de la insolvencia y de abono de salarios de las personas deportistas y de las deudas en 

términos similares a los que se establecen para las competiciones profesionales en el 

artículo 95.b). Con el fin de garantizar su idoneidad, compatibilidad con el resto de la 

actividad deportiva, legalidad y oportunidad, los criterios y requisitos de participación que 

se establezcan deberán ser aprobados por el Consejo Superior de Deportes (...). 

 

Sección 6.ª Prevención de la insolvencia e iliquidez de las federaciones deportivas 

españolas 

 

Artículo 55. Prevención de la insolvencia. 

1. La federación deportiva española que se encuentre en situación de probabilidad de 

insolvencia en los términos definidos por la legislación concursal, deberá ponerlo de 

inmediato en conocimiento del Consejo Superior de Deportes acompañando informe en el 

que detallará las causas de esa situación y los medios propios con que cuente para 

superarla. 

2. Recibida la anterior comunicación y en cualquier otro momento en que el Consejo 

Superior de Deportes considere que existe probabilidad de insolvencia requerirá a la 

federación deportiva para que, en el plazo de dos meses, presente un plan de viabilidad con 

el fin de impedir la insolvencia. Si el Consejo Superior de Deportes considerase insuficiente 

el plan de viabilidad presentado por la federación podrá proponer, dentro de los diez días 



siguientes, las modificaciones que estime necesarias o convenientes. El cumplimiento del 

plan de viabilidad, con o sin las modificaciones introducidas, en su caso, por el Consejo 

Superior de Deportes y aceptadas por la federación, será vinculante para esta. 

3. Desde que tenga lugar esa comunicación de la existencia de la probabilidad de 

insolvencia o la presentación del plan de viabilidad, la federación deportiva estará obligada 

a informar mensualmente al Consejo Superior de Deportes de la evolución de la situación. 

4. Durante la fase de cumplimiento del plan de viabilidad, la aprobación de presupuestos 

por parte la federación deportiva española precisará de informe preceptivo y vinculante del 

Consejo Superior de Deportes. 

5. El Consejo Superior de Deportes tendrá las facultades necesarias para determinar si el 

plan de viabilidad ha sido cumplido y para establecer las consecuencias del incumplimiento 

de ese plan. 

6. En lo no previsto en este artículo se estará a lo establecido en la legislación concursal. 

 

b) Participación en competiciones oficiales profesionales de ámbito estatal. 

 

En este punto, el Preámbulo de la Ley destaca que la anterior ley exigía, para la participación 

en competiciones oficiales profesionales de ámbito estatal, la transformación de los clubes 

en sociedad anónima deportiva (SAD), con la salvedad de aquellos que pudieron mantener 

su forma jurídica por presentar un saldo patrimonial neto positivo en las últimas 

temporadas. Sólo cuatro clubes cumplieron con los requisitos: FC Barcelona y Real Madrid 

en fútbol y baloncesto, y Athletic de Bilbao y Osasuna en fútbol. Para el resto de las 

entidades, el régimen aplicable era el propio de las sociedades anónimas con algunas 

especialidades, para adaptarse a la naturaleza del deporte y de la propia competición. Sin 

embargo, el transcurso del tiempo ha evidenciado la ineficacia de este modelo, que buscaba 

terminar con la insolvencia de los clubes; años después se mantuvieron altos índices de 

endeudamiento, siendo dicha insolvencia un problema endémico, especialmente en el 

futbol profesional, cuya recuperación se ha debido a otros factores que nada tienen que ver 

con la exclusión de otras formas jurídicas para la participación en esta clase de 

competiciones. Esta situación obliga a un replanteamiento del modelo. La fundamentación 

jurídica de esta prohibición parece quedar vacía de justificación actualmente, y tras una 

profunda reflexión sobre el modelo deportivo profesional, se opta por abrir la participación 

tanto a clubes como sociedades anónimas deportivas, ampliando el anterior modelo 

encorsetado que tan ampliamente ha sido cuestionado por la doctrina especializada de este 

país. Por ello, en el ámbito de la insolvencia la Ley se limita a prever: 

 

Artículo 95. Competencias de las ligas profesionales. 

Las ligas profesionales ejercerán las siguientes competencias respecto a la organización de 

las competiciones: (...) 

b) Fijar las condiciones económicas y, en su caso, societarias o asociativas para la 

participación y el mantenimiento en la respectiva competición profesional en función de las 

necesidades de la propia organización y de las garantías de solvencia de la competición 

frente a terceras personas que puedan asumir obligaciones. Estas condiciones deberán 

respetar los criterios que sobre la materia determine la normativa de defensa de la 

competencia. 

Las ligas profesionales aprobarán un plan de control económico, cumpliendo los términos y 

criterios que determine el Consejo Superior de Deportes, que prevenga la insolvencia de las 

entidades deportivas que participan en la competición. Dicho plan incorporará mecanismos 



de fiscalización económica en los términos que establezcan sus estatutos y reglamentos 

internos. 

Entre estas condiciones debe incluirse, necesariamente, hallarse al corriente en el 

cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social, deportistas, 

técnicos, y demás empleados, así como a las entidades deportivas participantes. 

La certificación del cumplimiento de las obligaciones tributaria se hará conforme a lo 

establecido en el artículo 74 del Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos 

de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los 

procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 

27 de julio. 

El incumplimiento de dichas condiciones determinará la exclusión de la competición de la 

entidad (...). 

Artículo 117. Actuaciones de carácter privado. Tendrán naturaleza privada: (...) 

 

f) La aplicación de los sistemas de prevención de la insolvencia a la que se refiere el artículo 

95.b) (...). 

Artículo 119. Conflictos de naturaleza privada. 

1. Los tribunales del orden civil serán competentes para conocer de las cuestiones relativas 

a cualesquiera actuaciones previstas en el artículo 117, salvo las relativas a la prevención de 

la insolvencia (..). 

 

 

c) Representación de las personas deportistas en situaciones concursales por 

asociaciones y sindicatos: 

Disposición adicional decimosexta. Representación de las personas deportistas en 

situaciones concursales por asociaciones y sindicatos. 

Las asociaciones y sindicatos de deportistas con legitimación para negociar convenios 

colectivos en virtud de lo dispuesto en la disposición adicional tercera de esta ley, podrán 

representar a las personas deportistas en los procedimientos contemplados en los artículos 

171 y 189 del Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueba el texto 

refundido de la Ley Concursal, cuando el concurso afecte a una entidad que tenga 

contratadas personas deportistas profesionales. 

 

 

IV. EL REAL DECRETO-LEY 20/2022, DE 27 DE DICIEMBRE, DE MEDIDAS DE RESPUESTA A 

LAS CONSECUENCIAS ECONÓMICAS Y SOCIALES DE LA GUERRA DE UCRANIA Y DE APOYO 

A LA RECONSTRUCCIÓN DE LA ISLA DE LA PALMA Y A OTRAS SITUACIONES DE 

VULNERABILIDAD 

 

a) Modificación de la Disposición Adicional Octava de la Ley 16/2022, de 5 de 

septiembre: 

 

Artículo 105. Modificación de la Disposición adicional octava de la Ley 16/20222 de 5 de 

septiembre de reforma del texto refundido de la Ley Concursal: Régimen aplicable a los 

avales otorgados en virtud de los Reales Decretos-leyes 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 

urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, 

25/2020, de 3 julio, de medidas urgentes para apoyar la reactivación económica y el empleo, 



y 6/2022, de 29 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes en el marco del Plan 

Nacional de respuesta a las consecuencias económicas y sociales de la guerra en Ucrania. 

1. Los avales públicos otorgados al amparo de los Reales Decretos-leyes 8/2020, de 17 de 

marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social 

del COVID-19, 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para apoyar la reactivación 

económica y el empleo, así como 6/2022, de 29 de marzo, por el que se adoptan medidas 

urgentes en el marco del Plan Nacional de respuesta a las consecuencias económicas y 

sociales de la guerra en Ucrania, se regirán por el artículo 16 del Real Decreto-ley 5/2021, de 

12 de marzo, de medidas extraordinarias de apoyo a la solvencia empresarial en respuesta 

a la pandemia de la COVID-19, y el Acuerdo del Consejo de Ministros de 11 de mayo de 2021 

que lo desarrolla en relación con el régimen de cobranza de los avales otorgados en virtud 

de los referidos Reales Decretos-leyes y los sucesivos Acuerdos del Consejo de Ministros de 

desarrollo de los mismos. En todo caso, en los procedimientos previstos en la Ley Concursal 

se deberán tener en cuenta las especialidades recogidas en la presente disposición. 

2. Los créditos derivados de los avales públicos regulados en esta disposición tendrán la 

consideración de crédito financiero, a los efectos previstos en la Ley Concursal, incluyendo 

la formación de clases y la exoneración del pasivo insatisfecho, sin perjuicio de lo previsto 

en el apartado 4 de la presente disposición adicional. Estos créditos tendrán el rango de 

crédito ordinario, sin perjuicio de la existencia de otras garantías otorgadas al crédito 

principal avalado, en que ostentará al menos el mismo rango en orden de prelación a los 

derechos correspondientes a la parte del principal no avalado. 

3. En los procedimientos previstos en la Ley Concursal, corresponderá a las entidades 

financieras, por cuenta y en nombre del Estado, la representación de los créditos derivados 

de los avales públicos regulados en esta disposición, en los términos previstos en el Acuerdo 

del Consejo de Ministros de 11 de mayo de 2021 y los posteriores Acuerdos del Consejo de 

Ministros que lo modifiquen o desarrollen. Corresponderá a las entidades financieras 

titulares del crédito principal avalado el ejercicio por cuenta y en nombre del Estado de las 

comunicaciones y reclamaciones que fueran oportunas para el reconocimiento y pago de 

los créditos derivados de estos avales. 

No obstante, los Abogados del Estado integrados en el Servicio Jurídico del Estado asumirán 

la representación y defensa de los créditos derivados de los avales públicos regulados en 

esta Disposición cuando el juez aprecie la existencia de conflicto de intereses o cuando por 

dicho motivo la Abogacía General del Estado, previa propuesta del Instituto de Crédito 

Oficial, entienda que la representación y defensa debe asumirse separadamente de la de los 

créditos de la entidad financiera. 

Además, los Abogados del Estado integrados en el Servicio Jurídico del Estado también 

podrán intervenir en los procedimientos previstos en la Ley Concursal en defensa del crédito 

derivado de estos avales públicos conforme al régimen establecido en la Ley 1/2000, de 7 de 

enero, de Enjuiciamiento Civil, para la intervención de sujetos originariamente no 

demandantes ni demandados. Esta intervención podrá tener lugar, sin necesidad de 

especial pronunciamiento del tribunal, cuando así se solicite motivadamente por el 

Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital y, en todo caso y sin necesidad 

de que medie dicha solicitud, en los siguientes supuestos: 

a) En la tramitación de la aprobación del convenio, en particular, para oponerse a la 

aprobación judicial del convenio. 

b) En la tramitación de la aprobación y homologación del procedimiento especial de 

continuación, en particular, para oponerse a la formación de clases y para la impugnación 

del auto de homologación del plan de continuación. 



c) En la tramitación del plan de reestructuración, en particular, para oponerse a la formación 

de clases y para impugnar u oponerse a la homologación del plan de reestructuración. 

d) Para el ejercicio de las acciones que fueran procedentes en los procedimientos de la ley 

concursal, cuando existan indicios de presunto fraude o irregularidades respecto a alguno 

de los intervinientes en la operación de financiación, sin perjuicio de otras actuaciones que 

pudieran llevarse a cabo en otros procedimientos judiciales fuera del ámbito de la Ley 

Concursal. 

4. Los planes de reestructuración, de continuación o propuestas de convenios que puedan 

afectar a los créditos derivados de estos avales públicos no pueden imponer a estos créditos 

ninguno de los contenidos siguientes: el cambio de la ley aplicable; el cambio de deudor, sin 

perjuicio de que un tercero asuma sin liberación de ese deudor la obligación de pago; la 

modificación o extinción de las garantías que tuvieren; o la conversión de los créditos en 

acciones o participaciones sociales, en créditos o préstamos participativos o en cualquier 

otro crédito de características o de rango distintos de aquellos que tuviere el crédito 

originario. 

5. El auto de declaración de concurso y el auto de apertura del procedimiento especial para 

microempresas del deudor avalado, independientemente de que se haya iniciado o no la 

ejecución del aval o se haya producido pago al acreedor principal, producirán la subrogación 

del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital por la parte del crédito 

principal avalado, en particular, para que se ejercite la adhesión u oposición a las propuestas 

de convenio o el derecho de voto en los planes de continuación conforme a lo previsto en el 

apartado 6 de la presente disposición. 

Con independencia de esa subrogación, la entidad financiera seguirá en todo caso 

representando el conjunto de los créditos derivados de la operación financiera, incluyendo 

la parte del principal subrogado, en los términos previstos en el apartado tercero y los 

derivados de los Acuerdos del Consejo de Ministros dictados en aplicación del artículo 16 del 

Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, de medidas extraordinarias de apoyo a la solvencia 

empresarial en respuesta a la pandemia de la COVID-19. 

6. En el caso de los planes de continuación o propuestas de convenio, el ejercicio del derecho 

a voto o la adhesión u oposición a la propuesta de convenio corresponderá al órgano de la 

Agencia Estatal de Administración Tributaria que resulte competente para autorizar la 

suscripción y celebración de los acuerdos o convenios previstos en la legislación concursal 

conforme lo previsto en el artículo 10.3 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 

Presupuestaria. 

7. En los planes de reestructuración corresponderá en todo caso el derecho de voto a la 

entidad financiera titular del crédito principal avalado. Este derecho de voto se emitirá de 

forma separada por la parte del crédito avalado respecto de la parte restante del crédito no 

avalado que corresponde a la entidad financiera. 

Para que las entidades financieras puedan votar favorablemente por la parte del crédito 

principal avalado en los planes de reestructuración deberán ser autorizadas previamente 

por la persona titular del Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de 

Administración Tributaria. 

No obstante, las entidades financieras podrán votar favorablemente las propuestas de 

planes de reestructuración sin necesidad de recabar autorización de la Agencia Estatal de 

Administración Tributaria cuando concurran las circunstancias previstas en los 

correspondientes Reales Decretos y Acuerdos de Consejo de Ministros adoptados al amparo 

del Marco Temporal Europeo y el artículo 16.2 del Real Decreto Ley 5/2021. 

En el momento de presentar la solicitud de autorización, las entidades financieras deberán 



presentar informe motivado que justifique su propuesta y certificar que la solicitud no 

cumple las condiciones previstas para poder beneficiarse de las autorizaciones generales 

recogidas en los reales decretos y Acuerdos mencionados en el párrafo anterior, siendo la 

solicitud objeto de inadmisión en caso de que no se certifique dicha circunstancia. 

En caso de ser necesaria, la falta de autorización previa de la Agencia Estatal de 

Administración Tributaria determinará el perjuicio del aval, en la parte que no hubiera sido 

ejecutada y, en su caso, la conservación de los derechos de recuperación y cobranza por el 

Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, sin que el contenido del plan de 

reestructuración produzca efectos frente al mismo. 

8. Las autorizaciones previas y los votos y adhesiones u oposiciones realizadas por la Agencia 

Estatal de Administración Tributaria conforme a los dos apartados anteriores, se entienden 

emitidos exclusivamente respecto de los créditos derivados de los avales públicos previstos 

en esta disposición y no afectará ni vinculará al derecho de voto derivado de los restantes 

créditos públicos calificados como ordinarios cuya gestión corresponda a la Agencia Estatal 

de Administración Tributaria. 

9. En todo caso, las autorizaciones, votos, adhesiones u oposiciones realizadas por la Agencia 

Estatal de Administración Tributaria tendrán los exclusivos efectos previstos en esta 

disposición, sin perjuicio de las ulteriores responsabilidades que pudieran resultar de 

procedimientos administrativos o judiciales. 

En relación con esta modificación se establece un régimen transitorio: 

Disposición transitoria segunda. Régimen transitorio para el nombramiento de experto para 

recabar ofertas de adquisición de la unidad productiva y normas especiales en los concursos 

de acreedores de los microempresarios. 

1. En tanto no entre en vigor el libro tercero del texto refundido introducido por la presente 

ley, en caso de probabilidad de insolvencia, los microempresarios, en el sentido dado a este 

término por el nuevo artículo 685, podrán solicitar el nombramiento de experto para recabar 

ofertas de adquisición de la unidad productiva. 

2. En tanto no entre en vigor el libro tercero del texto refundido introducido por la presente 

ley, en los concursos de acreedores de los microempresarios, en el sentido dado a este 

término por el nuevo artículo 685, serán de aplicación las siguientes normas especiales: 

1.ª El deudor, aunque se encuentre en situación de mera probabilidad de insolvencia, podrá 

presentar solicitud de declaración de concurso, incluir en la solicitud oferta de adquisición 

de la unidad productiva de que sea titular y, a pesar de no estar en situación de insolvencia 

actual o inminente, solicitar en cualquier momento durante la tramitación del procedimiento 

la liquidación de la masa activa. 

2.ª El deudor obligado a llevar contabilidad no tendrá que acompañar a la solicitud de 

declaración de concurso los documentos contables o complementarios exigidos por los 

artículos 7 y 8 de la Ley Concursal, ni expresar en la solicitud la causa de la falta de 

presentación. 

3.ª El informe del administrador concursal, con el inventario y la relación de acreedores, 

deberá presentarse dentro de los diez días siguientes a aquel en que hubiera finalizado el 

plazo para la comunicación de créditos por los interesados. 

4.ª Si el informe de evaluación del administrador concursal fuera favorable y no contuviera 

reservas, la propuesta de convenio presentada por el deudor, cualquiera que sea su 

contenido, se entenderá que ha obtenido las mayorías necesarias si el pasivo que 

representan los acreedores adheridos fuera superior al pasivo de los acreedores que 

hubieran manifestado su oposición a la misma. 

 



b) Modificación del apartado primero del artículo 13 de la Ley 3/2020, de 18 de 

septiembre: 

 

La parte expositiva del Real Decreto-ley 20/2022, de 27 de diciembre, señala que a través 

del artículo 18 del Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y 

organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia, 

derogado y sustituido por el artículo 13 de la Ley 3/2020, de 18 de septiembre, de medidas 

procesales y organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración 

de Justicia, se acordó una moratoria contable para excluir las pérdidas de 2020 a los efectos 

de la determinación de causas de disolución de sociedades de capital. Gracias a dicha 

medida se ha logrado evitar la liquidación de empresas que resultaban viables en unas 

condiciones de funcionamiento de mercado normales, lo que hubiera provocado un 

escenario indeseable tanto sobre la estabilidad económica como sobre la preservación del 

valor económico de las empresas y los puestos de trabajo. La medida se ha mostrado como 

un gran acierto que ha ayudado a limitar el impacto económico de la crisis sanitaria al 

permitir ganar tiempo a las empresas, acceder a financiación, pública o privada, e ir 

recuperando su actividad ordinaria. Dado el impacto de la crisis sanitaria sobre los 

resultados empresariales durante 2021, resultó imprescindible extender este tratamiento 

durante un ejercicio adicional para que los objetivos perseguidos por la misma continúen 

vigentes. Sin embargo, la crisis energética, acentuada por la guerra en Ucrania, junto a todos 

los efectos colaterales de este conflicto armado, aconsejan otorgar un margen de tiempo 

adicional para que las empresas viables que están pasando por mayores dificultades puedan 

restablecer su equilibrio patrimonial, evitando una innecesaria entrada en concurso. En 

consecuencia, se prorroga la medida excepcional prevista en el artículo 13 de la Ley 3/2020, 

de 18 de septiembre y, en consecuencia, a los efectos de la causa legal de disolución por 

pérdidas, no se computarán las de los ejercicios 2020 y 2021 durante un período de 3 

ejercicios contables; esto es, las pérdidas de los ejercicios 2020 y 2021 no se computarán ni 

en los ejercicios contables de 2022 y 2023 ni hasta el momento del cierre del ejercicio 2024. 

En el caso de que teniendo solo en cuenta el resultado de los ejercicios 2022, 2023 o 2024, 

resultaren pérdidas que dejen reducido el patrimonio neto a una cantidad inferior a la mitad 

del capital social, sí se apreciará concurrencia de la causa legal de disolución por pérdidas, 

debiendo actuarse por los órganos de administración en los términos previstos en el artículo 

363.1.e) del Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por Real Decreto 

Legislativo 1/2020, de 2 de julio. De conformidad con lo indicado, se establece en el artículo 

65 del del Real Decreto-ley 20/2022, de 27 de diciembre, la modificación de la Ley 3/2020, de 

18 de septiembre, de medidas procesales y organizativas para hacer frente al COVID-19 en 

el ámbito de la Administración de Justicia, reformando el apartado 1 del artículo 13: 

 

«1. A los solos efectos de determinar la concurrencia de la causa de disolución prevista en el 

artículo 363.1.e) del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por el Real 

Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, no se tomarán en consideración las pérdidas de los 

ejercicios 2020 y 2021 hasta el cierre del ejercicio que se inicie en el año 2024. 

Si, excluidas las pérdidas de los años 2020 y 2021 en los términos señalados en el apartado 

anterior, en el resultado del ejercicio 2022, 2023 o 2024 se apreciaran pérdidas que dejen 

reducido el patrimonio neto a una cantidad inferior a la mitad del capital social, deberá 

convocarse por los administradores o podrá solicitarse por cualquier socio en el plazo de 

dos meses a contar desde el cierre del ejercicio conforme al artículo 365 de la citada Ley, la 

celebración de Junta para proceder a la disolución de la sociedad, a no ser que se aumente 

o reduzca el capital en la medida suficiente.» 



V. LA ORDEN JUS/1333/2022, DE 28 DE DICIEMBRE, DE CONDICIONES DE ACCESO Y MODO 

DE FUNCIONAMIENTO DEL SERVICIO ELECTRÓNICO, PARA LA CUMPLIMENTACIÓN DE 

LOS FORMULARIOS NORMALIZADOS Y DE LAS ESPECIFICACIONES TÉCNICAS DE LA 

PLATAFORMA ELECTRÓNICA DE LIQUIDACIÓN DE BIENES PREVISTAS EN LA LEY 16/2022, 

DE 5 DE SEPTIEMBRE, DE REFORMA DEL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY CONCURSAL 

 

El objeto de la Orden JUS/1333/2022, de 28 de diciembre, de condiciones de acceso y modo 

de funcionamiento del servicio electrónico, para la cumplimentación de los formularios 

normalizados y de las especificaciones técnicas de la plataforma electrónica de liquidación 

de bienes previstas en la Ley 16/2022, de 5 de septiembre, de reforma del texto refundido 

de la Ley Concursal (BOE 30 de diciembre de 2022), es recoger las condiciones de acceso y 

modo de funcionamiento del servicio electrónico donde se podrá acceder y cumplimentar 

los formularios normalizados en ellos previstos, así como definir las especificaciones 

relativas a la operación y utilización de los servicios prestados por la plataforma electrónica 

de liquidación de bienes procedentes de procedimientos especiales de liquidación, en 

cumplimiento de lo establecido en la disposición adicional cuarta y el apartado 13 de la 

disposición adicional segunda de la Ley 16/2022, de 5 de septiembre: 

 

A) Formularios del procedimiento especial de microempresas 

 

Por lo que se refiere a los formularios del procedimiento especial de microempresas 

(https://www.administraciondejusticia.gob.es/-/servicio-electronico-de-microempresas 

(https://www.administraciondejusticia.gob.es/-/servicio-electronico-de-microempresas)), 

establece la Orden JUS/1333/2022, de 28 de diciembre: 

 

1. Los formularios normalizados del procedimiento especial de microempresas estarán 

alojados en un servicio electrónico, en línea y sin coste, de acuerdo con la disposición 

adicional cuarta de la Ley 16/2022 de 5 de septiembre, de reforma del texto refundido de la 

Ley Concursal, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, para la 

transposición de la Directiva (UE) 2019/1023 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 

de junio de 2019, sobre marcos de reestructuración preventiva, exoneración de deudas e 

inhabilitaciones, y sobre medidas para aumentar la eficiencia de los procedimientos de 

reestructuración, insolvencia y exoneración de deudas, y por la que se modifica la Directiva 

(UE) 2017/1132 del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre determinados aspectos del 

Derecho de sociedades. 

 

2. Para acceder al servicio será necesario identificarse mediante el uso de alguna de las 

formas de identificación y autenticación admitidas en la Ley 18/2011, de 5 de julio, 

reguladora del uso de las tecnologías de la información y la comunicación en la 

Administración de Justicia. 

 

3. Podrán acceder al servicio las personas físicas y jurídicas interesadas, sus 

representantes legales, así como los profesionales encargados de la defensa y 

representación de las mismas, otros profesionales de la justicia y la administración 

concursal. 

 

4. Este servicio estará enlazado en el Punto de Acceso General de la Administración de 

Justicia, donde también se podrán encontrar las instrucciones necesarias para su uso. 



 

 

B) Plataforma electrónica de liquidación de bienes 

En cuanto a la plataforma electrónica de liquidación de bienes 

(https://www.administraciondejusticia.gob.es/-/plataforma-liquidacion-bienes-1 

(https://www.administraciondejusticia.gob.es/-/plataforma-liquidacion-bienes-1)), establece 

la Orden JUS/1333/2022, de 28 de diciembre: 

Artículo 4. Condiciones de acceso. 

1. La plataforma electrónica de liquidación de bienes será un portal electrónico público de 

acuerdo con la disposición adicional segunda de la Ley 16/2022 de 5 de septiembre, de 

reforma del texto refundido de la Ley Concursal. 

2. Esta plataforma estará enlazada en el Punto de Acceso General de la Administración de 

Justicia, donde también se podrán encontrar las instrucciones necesarias para su uso, en el 

enlace siguiente: https://www.administraciondejusticia.gob.es 

(https://www.administraciondejusticia.gob.es/). 

 

Artículo 5. Publicación de los bienes 

1. Los bienes contendrán la información necesaria para su descripción, además de aquella 

información de carácter procesal necesaria para su ejecución. 

2. Se promoverá la publicación automática de los bienes en la plataforma con la 

información facilitada a través del servicio de formularios electrónicos normalizados, que 

podrá ser modificada o complementada con información adicional por las personas 

autorizadas a través de la parte privada de la plataforma. 

 

 

VI. MODELOS ARTÍCULOS 627 Y 684 DE LA LEY CONCURSAL (SEDE JUDICIAL 

ELECTRÓNICA) 

 

a) Formulario artículo 627 de la Ley Concursal (Comunicación propuesta Plan de 

Reestructuración) 

 

El formulario 627 de la Ley Concursal se utilizará para la comunicación a los acreedores 

públicos de la propuesta del plan de reestructuración. En el caso de los acreedores públicos, 

la comunicación se realizará, en todo caso, mediante el servicio establecido en la sede 

electrónica de cada entidad, a través del cual se podrá aportar el siguiente formulario a 

disposición del usuario para su descarga y cumplimentación. 

 

b) Modelo oficial artículo 684 de la Ley Concursal (Plan de reestructuración) 

 

En virtud del artículo 684 de la Ley Concursal, el Plan de reestructuración se presentará en 

el siguiente modelo oficial, puesto a disposición del usuario para su descarga y 

cumplimentación. 

 


